

SENTENCIA NÚMERO: SESENTA Y NUEVE.

En la ciudad de Córdoba, a los trece días del mes de noviembre de dos mil doce, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "PALACIOS, CRISTINA MARÍA C/ CAJA DE PREVISIÓN Y SEGURIDAD SOCIAL DE ABOGADOS Y PROCURADORES DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "P", N° 12, iniciado el once de noviembre de dos mil diez), con motivo del recurso de casación interpuesto por la parte actora, fijándose las siguientes cuestiones a resolver:---------------------------------------------------------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?-------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
1.- A fojas 36/38 la actora interpuso recurso de casación en contra del Auto Número Trescientos noventa y uno, dictado por la Cámara en lo Contencioso Administrativo de Segunda Nominación, el diez de septiembre de dos mil nueve (fs. 32/34vta.), que resolvió: "1) Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la parte actora, y confirmar, en consecuencia, el decreto de fecha diecisiete de junio de dos mil nueve, dictado a fs. 17/17vta. de autos. 2) Tener presente la Reserva del Caso Federal. 3) Sin costas...". Dicho primer decreto fundado suscripto por el Presidente de la Cámara, declaró que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal, por entender que "...los argumentos expuestos en la demanda no desvirtúan objetivamente el rechazo formal del recurso deducido en sede administrativa, por lo que el acto administrativo devino firme..." (cfr. fs. 17).----------------------------------------------------------------

2.- Concedido el recurso por el Tribunal a quo a través del Auto Número Cuatrocientos cuarenta y seis del dos de noviembre de dos mil diez (fs. 40/41), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 43).--------------------------------------------------


3.- A fs. 45 se da intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto, por la desestimación del recurso deducido (Dictamen C.A. N° 1081 de fecha 10 de diciembre de 2010, fs. 46/47vta.).---------


4.- A fs. 48 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 49 y 51), deja la causa en estado de ser resuelta.-------------------------------------------------------------


5.- Los agravios del recurso de casación con fundamento en el motivo sustancial (art. 45 inc. a), Ley 7.182) admiten el siguiente compendio:-----------

La recurrente manifiesta que la cuestión a resolver es si es o no aplicable al caso, la extensión del plazo para interponer el recurso de reconsideración a aquellos administrados que residen en el interior provincial y que cuentan con quince días hábiles, en lugar de los diez que se les asignan a quienes residen en la ciudad capital, todo de acuerdo a las disposiciones de la Ley 8024, porque la Ley 8404 no tiene previsión alguna al respecto.-----------------------------------------------

Señala que el A quo, con remisión a las expresiones del Fiscal de Cámara, rechaza esa pretensión por entender que en materia de plazos y procedimiento se debe regular por la Ley 8404 y no por la Ley 8024, ya que esta última la considera aplicable en subsidio sólo a la materia de beneficios, cálculo de los mismos, beneficiarios, agregando al final un "etcétera".-------------------------------

Esgrime que si en algunas materias es aplicable la Ley 8024 en forma subsidiaria, por mandato expreso del artículo 78 de la Ley 8404, perfectamente se podría admitir que esta es una de esas situaciones ya que si la Ley 8404 no tiene prevista una solución semejante a la que prevé la Ley 8024 para quienes residen en el interior provincial, pero tiene una remisión o aplicación subsidiaria a la ley que precisamente sí tiene prevista la solución para esa situación, entonces no se comprende por qué motivo se decidió no aplicar esa norma.--------------------------

Sostiene que el Legislador Provincial entendió que a quienes residen en el interior provincial, no podía otorgárseles el mismo plazo para interponer un recurso contra una resolución de la Caja de Jubilaciones de la Provincia que a quien sí reside en la ciudad capital.--------------------------------------------------------

Reitera que la Ley 8404 no contiene una previsión para el caso mientras que la Ley 8024 sí la contiene y aquella ley dispone la aplicación subsidiaria de esta última, pero la solución que se dio como acertada es no aplicar la Ley 8024.--

Denuncia que el agravio anterior configura la errónea aplicación de la ley, que si bien es de procedimiento en cuanto a la materia que regula, para el caso concreto del recurso de casación adquiere carácter de ley sustantiva, porque precisamente la sustancia de lo que se trata, lo conforma qué norma se debe considerar para verificar la temporalidad del recurso de reconsideración y con ello, la habilitación de la vía contencioso administrativa.------------------------------

Hace notar que tanto la Cámara a quo como este Tribunal Superior, han considerado aplicables las disposiciones del artículo 82 de la Ley 8024 para la regulación en costas en procesos contencioso administrativos contra las restantes Cajas de Previsión de la Provincia, aún no existiendo una norma que expresamente así lo indique, por lo que no se entiende por qué en el caso de autos, el artículo 81 de la misma norma –Ley 8024- no resulta aplicable a un ente revisional como lo es la Caja de Abogados.----------------------------------------------

Respecto al fundamento dado en el Auto resistido en orden a que se computó el plazo en la forma pretendida e igualmente resultó extemporáneo, señala que como reside en el interior, el plazo a computar es de quince días hábiles y no diez, contemplando que el mes de enero es inhábil para la Caja demandada.------------------------------------------------------------------------------------

Formula reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).------------------------


6.- El recurso bajo análisis fue oportunamente interpuesto, contra un Auto que pone fin a la acción y por parte legitimada, razón por la cual corresponde analizar las demás condiciones que hacen a su admisibilidad formal (arts. 45 del C.P.C.A. y 385 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del citado en primer término).------------------------------------------------------------------------------


7.- El motivo de casación consistente en la errónea aplicación de la ley sustantiva, se configura cuando media una inadecuación o falta de correspondencia entre la norma aplicada y el caso juzgado (conf. de la Rúa, Fernando, El Recurso de casación, Edit. Zavalía, Bs. As. 1968, pág. 104).---------


El vicio in iudicando señalado, puede producirse cuando la norma que constituye el fundamento legal del fallo no es el precepto que debía aplicarse para resolver el pleito o, aún cuando su aplicación sea correcta, se atribuye una interpretación inexacta al imperativo legal contenido en la misma, que conduce a la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina legal.-------------------------------------------------------------------------------------------


El control que se realiza por este carril, es puramente jurídico, por lo que el motivo sustancial, autoriza a controvertir en casación sólo los "errores de derecho" en que hubiera podido incurrir el Tribunal de Sentencia.-------------------


El impugnante que invoca la causal del artículo 45 inciso a) de la Ley 7182, debe esforzarse en demostrar que su agravio suscita una cuestión de derecho, que se define en una interpretación y aplicación de la ley, actuada con error.-------------------------------------------------------------------------------------------


8.- Mediante el resolutorio impugnado, la Cámara a quo rechazó el recurso de reposición interpuesto y confirmó en todos sus términos el primer decreto fundado, de fecha diecisiete de junio de dos mil nueve (fs. 17 y vta.), que declaró que la demanda no integra la competencia del Tribunal.-------------------------------


Para así decidir, la Cámara, siguiendo la opinión del Señor Fiscal, explicitó que "...La remisión efectuada por el art. 78 de la Ley 8404, receptando el principio de especialidad, a las disposiciones de la Ley de Jubilaciones Pensiones y Retiros y Ley de Trámites Administrativos de la Provincia, en una recta interpretación de las disposiciones contenidas en los textos legales en cuestión, no deja lugar a dudas en cuanto a que en materia de beneficios previsionales, cálculo de los mismos, beneficiarios, etc, resulta de aplicación subsidiaria la Ley 8024. Mientras que los plazos, y el procedimiento se regulan por la segunda de las nombradas..." (cfr. fs. 33).---------------------------------------


Contra dicho pronunciamiento, alza su embate la recurrente, quien al amparo del motivo sustancial de casación esgrime que el Tribunal a quo incurrió en una errónea aplicación de la ley ya que la norma que debe aplicarse para el cómputo del plazo de interposición del recurso de reconsideración -considerado extemporáneo por la demandada- es el artículo 81 de la Ley 8024 que contempla la ampliación del plazo para quienes viven en el interior provincial.-----------------


9.- La jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero, reiterada por esta Sala (cfr. Sents. Nro. 22 del 31-07-1997 "Álvarez..." y Nro. 72 del 06-11-1997 "Aliaga, Agustín...") declara que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de un acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 "Sodicor...", 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros), así como que la demanda haya sido incoada en tiempo propio.----------------------------------------

Es necesario pues, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la "...posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme..." (Fiorini, B. A., "¿Qué es el Contencioso?", Capital Federal 1965, págs. 216/217).-


10.- Desde tal perspectiva conceptual resulta necesario hacer un repaso de las normas en juego.-------------------------------------------------------------------------


Así, el artículo 72 de la Ley 6468 -Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, según su texto ordenado por Ley 8404- dispone que "...Contra las resoluciones del Consejo de Administración que denieguen o disminuyan a juicio del interesado los beneficios de la presente ley, como así también contra cualquier resolución derivada de la aplicación de la misma que genere perjuicios económicos, se deberá interponer recurso de reconsideración ante el mismo Consejo, cuya resolución habilita la vía Contencioso Administrativa...", mientras que el artículo 78 ib. prevé que "...Son de aplicación subsidiaria para todo lo no previsto en esta ley, las disposiciones de la ley de jubilaciones, pensiones y retiros y de trámites administrativo de la Provincia..." (sic).---------------------------------------------------


Las leyes a las que remite la norma antes transcripta contemplan distintos plazos para la interposición del recurso de reconsideración. En efecto, la Ley 8024 -Régimen General de Jubilaciones, Pensiones y Retiros- distingue entre quienes se domicilian dentro del Departamento Capital y quienes lo hacen en el interior provincial, en los siguientes términos: "...Art. 80.- Contra las resoluciones de la Caja, el agraviado podrá interponer como único recurso el de reconsideración dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas, para los domiciliados dentro del radio del Departamento Capital, y de los quince (15) días hábiles de notificadas para los domiciliados en el interior de la Provincia...", mientras que el artículo 80 de la Ley de Procedimiento Administrativo -Ley 6658-, fija en cinco días hábiles el plazo para interponer el recurso de que se trata, sin distinción alguna.--------------------------------------------


La integración que propone la norma especial para resolver todo lo no previsto en ella, produce en el caso un conflicto o antinomia entre los dos preceptos a los que remite subsidiariamente, ya que tanto la Ley General de Jubilaciones, Pensiones y Retiros (Ley 8024) como la Ley de Procedimientos Administrativos (Ley 6658), regulan simultáneamente el plazo para interponer el recurso de reconsideración, pero lo hacen de manera diferente, como puede observarse en el párrafo anterior.----------------------------------------------------------


11.- En el contexto legal precedentemente descripto, resulta atendible la conducta de la actora, quien, poseyendo domicilio en el interior provincial, más precisamente, en la ciudad de Río Cuarto, donde además constituyó domicilio legal a los fines del trámite administrativo y donde se cursaron las notificaciones, razonablemente podía presumir que la ley aplicable es la que prevé la ampliación del plazo de interposición del recurso para quienes se encuentran en su situación.-

Es que si se tiene presente que la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), remite, sin especificaciones, tanto a la Ley de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba como a la Ley de Trámite Administrativo y que esta última no confiere efecto alguno al domicilio del administrado sobre el plazo de interposición del recurso de reconsideración, no puede restarse toda eficacia convictiva al argumento defensivo ensayado por la actora en la demanda acerca de la interpretación de cuál norma debe aplicarse sobre la base del principio de igualdad (cfr. fs. 2).--------------------------------------------------------------------------

Más aún si se tiene en cuenta que la Ley 8024 constituye ley especial y posterior a la Ley de Procedimiento Administrativo Provincial y regula de manera específica lo atinente al recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos de carácter previsional, estableciendo, expresamente, plazos más extensos que el general previsto en aquélla, además de conferirle consecuencias jurídicas sobre ese plazo a la situación del domicilio del administrado.--------------

Este Tribunal, aunque con diferente integración, ha sostenido respecto al artículo 81 de la Ley 8024, que "...la intención del legislador fue ampliar dicho plazo, sin lugar a dudas, en atención a la naturaleza singular de los derechos que se hallan en juego..." (vid S. 72/1998 "Esquenazi, Julia Matilde...").-----------

12.- Esta Sala, más recientemente ha tenido la oportunidad de expedirse, en la Sentencia Nro. 36 del trece de junio de dos mil doce, en los autos "Possi, Nilda Teresa c/ Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba - plena jurisdicción - recurso de casación", sobre los alcances interpretativos de la integración supletoria de la ley consagrada en el art. 78 de la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404).------------------------

En particular, se han dirimido las dudas interpretativas en orden al principio de especialidad, como herramienta jurídica utilizada para dar respuesta al conflicto normativo suscitado con relación a las normas de integración supletoria o analógica.-----------------------------------------------------------------------
Allí se sostuvo que el principio de especialidad, debe ser interpretado atendiendo a la finalidad del Legislador, como criterio necesario y suficiente para dilucidar, a la par del principio de jerarquía y de temporaneidad, los problemas que se presentan con respecto a un concurso aparente de normas o antinomia, a fin de resolver la inconsistencia entre los dos preceptos, mediante un análisis semántico de cada regla, se opta por una y se logra así la coherencia del ordenamiento jurídico, atendiendo a lo especial por sobre lo general, en sentido material, según ha sido en el caso la intención clara del Legislador Previsional (cfr. Ghibourg, Ricardo, A., "Colección de Análisis Jurisprudencial Teoría General del Derecho. La Interpretación - Director: Ricardo A. Guibourg", Editorial LA LEY, 2003, pág. 131).-------------------------------------------------------

Los principios interpretativos brindan un abanico de opciones que se ofrecen al uso del intérprete y que éste habrá de utilizar según lo que a su criterio convenga a la más razonable solución del caso, entendiendo lo razonable no sólo como ajustado a derecho sino también como justo (conf. Aseff, Lucía María, La interpretación de la ley y otros textos críticos de teoría general, Ed. Librería Juris, 2004, págs. 81 y 87).------------------------------------------------------------------

En la labor de interpretación de las normas aludidas y para precisar la correcta delimitación de la integración supletoria, es necesario tener presente la regla de hermenéutica fijada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según la cual corresponde "...indagar el verdadero sentido y alcance de las leyes mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, teniendo en cuenta su conexión con las demás normas que integran el ordenamiento jurídico vigente" (Fallos 314:1849), toda vez que tratándose de leyes especiales "...la norma primera de interpretación a su respecto es la de atenerse a sus propias disposiciones en todo cuanto se halle fundamentalmente contemplado en ellas..." (Fallos  212:64).------------------------------------------------------------------------------


El método de integración supletoria se orienta por un lado a evitar que  ante la sanción de una ley especial se torne necesario dictar un sistema completo de normas, reproduciendo sobreabundantemente el contenido de la legislación general y, por el otro, se procura subsanar que las omisiones involuntarias contenidas en la legislación especial frustren el objetivo que la inspira (cfr. Sentencias Nro. 68/1997 "Ludueña de Miniki...", Nro. 51/1999 "Saavedra de Brochero...", Nro. 61/1999 "Haedo...", Nro. 77/1999 "Peña Torre...", Nro. 6/2000 "Míguez...", Nro. 96/2000 "Vera...", Nro. 201/2000 "Córdoba de Saldaño..." y Nro. 40/2002 "Capdevila..." y también Sent. Nro. 94/2004 "Arteta de Ramírez..." y Sent. Nro. 108/2008 "Depetris…", entre otras).---------------------------------------


El artículo 78 de la Ley 8404 declaró supletoria en primer lugar a la Ley 8024 y, en segundo orden a la Ley 6658.------------------------------------------------


El razonamiento de la Cámara a quo soslayó por una parte que no es jurídicamente intrascendente el orden de prelación de las normas de remisión y, en segundo lugar, que la Ley 8024 al tiempo de consagrar un término para la interposición del recurso de reconsideración (art. 81), estableció plazos especiales (10 y 15 días hábiles administrativos, de acuerdo a la distancia del domicilio) con relación al plazo general vigente en el artículo 80 de la Ley 6658 (5 días hábiles administrativos).------------------------------------------------------------------------------


En el contexto de la norma de integración supletoria, esto es, el artículo 78 de la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), era menester atender en primer lugar al plazo especial de la Ley 8024 y no al general de la Ley 6658, más si se tiene en cuenta la situación domiciliaria de la actora.---------------------------------------------


La supletoriedad de las normas opera cuando existiendo una figura jurídica en un ordenamiento legal, ésta no se encuentra regulada en forma clara y precisa, sino que es necesario acudir a otro cuerpo de leyes para determinar sus particularidades. Asimismo, la supletoriedad de leyes se aplica sólo para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones en forma que se integre con principios generales contenidos en otras leyes.-------------------------------------


Cuando la referencia de una ley a otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la supletoria se hará en los supuestos no contemplados por la primera ley que la complementará ante posibles omisiones o para la interpretación de sus disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es la determinación de las fuentes a las cuales una ley acudirá para deducir sus principios y subsanar sus omisiones.------------------------------------------------------


La supletoriedad expresa consagrada en el artículo 78 de la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), debe considerarse en los términos que la legislación la estableció; para alcanzar una interpretación coherente al sistema jurídico.----------


Téngase presente que el fundamento de validez o legalidad que tiene todo acto normativo se sustenta en la totalidad del ordenamiento jurídico. Los principios generales del derecho y el contenido dogmático y operativo de la Constitución inciden sobre todas las leyes y actos particulares. Por ello se ha dicho que toda interpretación es una referencia a la totalidad estructural de la que forma parte el objeto de lo interpretado. Es dar una razón suficiente por remisión al contexto (Aftalión, Enrique, "Crítica al saber de los juristas", pág. 72; Linares, Juan F., "Fundamentos del Derecho Administrativo", págs. 91 y 92, y Sala C.A. Sent. Nro. 40/1999 "Rosales, Marta Esther...").------------------------------------------

En ese sentido, el mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de leyes de contenido especializados con relación a leyes de contenido general, tal el caso del citado artículo 78 de la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404).---------------------


El carácter supletorio de la ley resulta, en consecuencia, una integración, y reenvío de una ley especializada a otros textos legislativos generales que fijan los principios aplicables a la regulación de la ley suplida; lo que implica, como ya se ha dicho, un principio de economía e integración legislativas para evitar la reiteración de tales principios por una parte, así como la posibilidad de consagración de los preceptos especiales en la ley suplida.----------------------------

13.- La solución de integrar la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), dado el vacío legal respecto del plazo para interponer el recurso de reconsideración, del que se deriva un conflicto de normas por superposición de normas de remisión (Leyes 8024 y 6658), atendiendo en primer lugar a la especialidad de la norma previsional por sobre la Ley de Procedimiento Administrativo, en modo alguno procura reemplazar el texto de la ley excediendo los márgenes de la función jurisdiccional, menos aún subvertir su espíritu.------------------------------------------

Sólo se promueve resaltar la coherencia para que el accionar administrativo desarrolle el razonamiento de la ley, trasladándolo en proyecciones que los autores de la norma especial no habían previsto.-------------------------------

Los fines tuitivos que inspiran el bloque normativo específico aplicable, asumen en esta visión un relieve nuevo y realista. Deben ser contemplados bajo el perfil de su efectividad, accesibilidad y solidaridad, adecuados a una sociedad renovada y a los valores de una Constitución proyectada a la realización de un orden social más moderno y justo.---------------------------------------------------------

El artículo 78 de la Ley 6468 (t.o. por Ley 8404), traduce un nexo de integración analógica proponiendo al caso semejante no contemplado por la ley, la misma solución que para el caso parecido y expresamente contemplado.---------

14.- En este marco conceptual, la pretensión de la actora de contar los tiempos en el procedimiento administrativo según el artículo 81 de la Ley 8024, que regla especialmente el procedimiento ante la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba y contempla la situación de quienes se domicilian en el interior provincial, resulta ajustada a derecho.-------------------------------------------


Si bien es verdad que "...los plazos, y el procedimiento se regulan por la segunda de las nombradas (Ley de Trámites Administrativos de la Provincia)..." (cfr. fs. 33), ello no obsta a que en el caso particular de la Ley 8024, a la que remite expresamente la Ley 6468 (t.o. por Ley 8404), el Legislador haya decidido insertar una norma especial de procedimiento en el marco de una norma sustancial general, precisamente para que no quede duda alguna que en materia previsional, el plazo de interposición del recurso de reconsideración por parte de un jubilado domiciliado fuera del radio de la ciudad de Córdoba, es de quince días hábiles administrativos, flexibilizando los tiempos del procedimiento a la naturaleza alimentaria de la previsión social.--------------------------------------------


Ello es así más aún, si se tiene en cuenta la operatividad del principio de instrumentalidad que, como ya se ha sostenido en la jurisprudencia pacífica de esta Sala, se deriva la exigencia de interpretar el procedimiento administrativo, no como un fin en sí mismo, sino como un instrumento o cauce para alcanzar un fin. Lo que importa en el tratamiento del procedimiento, por tanto, es la finalidad perseguida, es decir, el bien general y la protección de las situaciones        jurídico-subjetivas de los administrados (confr. Brewer-Carías, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, 1ª Edición, Legis Editores S.A., Colombia, 2003, pág. 44 citado en Sent. Nro. 64/2006 "Chalub…").----------------------------------------------------------------------------------

A esto se agrega que el resultado propuesto por la resolución recurrida es incompatible con el derecho de igualdad de tratamiento de las personas ante la ley, tal como alega la casacionista, por cuanto para los beneficiarios del régimen de la Ley 8024 domiciliados en el interior de la Provincia, el plazo es de quince días hábiles administrativos, mientras que para los alcanzados por la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), con la remisión al art. 80 de la Ley 6658, sería de cinco días hábiles administrativos, sin más distinción.-----------------------------------------


15.- Estas circunstancias bien pudieron generar en el justiciable una duda razonable en cuanto a la integración supletoria de las diversas normativas que rigen la "causación de estado" y que necesariamente debe resolverse del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela administrativa y judicial efectivas, ya que "...ello es así, pues, al margen de que una conclusión diferente importaría dejar de lado los evidentes motivos de justicia y equidad que median en autos y que hacen que deba darse prioridad al derecho de defensa, se frustraría, por un excesivo rigor formal en la interpretación de las normas en juego, una vía eventualmente apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado con mengua de la verdad jurídica objetiva..." (C.S.J.N. 03/03/2005 "Cantera Timoteo S.A. c. Mybis Sierra Chica S.A. y otros", L.L. 2005-D, 3, con nota de Juan Pedro Colerio, L.L. 2005-C, 433, TySS 2005, 498).--------------------

En el sub lite, cabe propiciar como solución para el caso, en virtud de una renovada inferencia lógica de los pronunciamientos de la Corte Suprema y de nuestro ordenamiento público local y federal, la de habilitar la instancia del control judicial, en conjunción con los principios pro homine y pro actione, que consisten en brindar la mayor garantía a los derechos humanos y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción, es decir, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (conf. Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 91/2007 "Aime, Eduardo…").-----------------------------

Al momento de determinar la norma aplicable, el principio pro homine obliga a una interpretación extensiva cuando se trata de proteger derechos humanos reconocidos, de tal suerte que no existe una razón objetivable para determinar que en orden a los derechos previsionales del universo de personas alcanzadas por la Ley 6468 (t.o. por la Ley 8404), rija un plazo diferente al vigente para el universo de sujetos alcanzados por la Ley 8024, cuando el substractum de la relación jurídico-sustancial participa de la misma naturaleza social y previsional del derecho reclamado, con protección constitucional de preferente tutela.-----------------------------------------------------------------------------


16.- Establecido que el plazo aplicable al presente caso es el de quince (15) días hábiles administrativos, previsto en la Ley 8024 para quienes se domicilian en el interior provincial, resta verificar si el recurso de reconsideración fue presentado a término, atento a que la Cámara manifestó que "...es de señalar que en el caso, el plazo para interponer reconsideración fue computado por el Tribunal en igual forma a la pretendida, y que pese a ello, el mismo resultaba extemporáneo..." (cfr. fs. 34vta.).-------------------------------------


A tal fin, cabe detallar que la Resolución Nº 33515 que impugna la actora, le fue notificada con fecha diez de diciembre de dos mil ocho en el domicilio de la ciudad de Río Cuarto y el recurso de reconsideración fue interpuesto el dos de febrero de dos mil nueve.-------------------------------------------------------------------


Teniendo en cuenta que el mes de enero es inhábil para la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, el recurso de reconsideración fue interpuesto dentro del plazo legal.-----


17.- Como corolario de lo sostenido hasta aquí, procede hacer lugar al recurso de casación interpuesto y casar el decisorio dictado por el A-quo mediante el cual se desestimó el recurso de reposición incoado por la accionante, como así también el decreto obrante a fs. 17 que aquél confirmó y, consecuentemente, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.--------------------------------------------------------------------------------


18.- Tratándose de un recurso interpuesto en la etapa de habilitación de instancia no corresponde pronunciarse sobre las costas, atento la inexistencia de parte vencida. Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiere corresponder al letrado de la actora, los que serán a cargo de la comitente.--------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------

Comparto los conceptos vertidos por los Señores Vocales preopinantes con la siguiente salvedad:------------------------------------------------------------------------


a) El motivo de casación previsto por el artículo 45 inciso "a" de la Ley 7182 consiste en la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva. Es tal la que regula y establece derechos y obligaciones, mientras la que reglamenta la forma de hacerlos valer es siempre una ley procesal (Auto Nro. 255/1996 "Vélez de Moyano ...").------------------------------------------------------------------------------


b) Las normas que la impugnante reputa inobservadas y erróneamente aplicadas (arts. 1 inc. "a" y 6 de la Ley 7182), no son de naturaleza sustantiva sino procesal (cfr. "Castañeda..." Auto Nro. 509/1996, "Cortese..." Auto Nro. 525/1996, "Oviedo de Conca..." Auto Nro. 526/1996, "Telefónica Comunicaciones Personales S.A. ..." Sent. Nro. 99/2002 y "Jessen..." Sent. Nro. 50/2006) en razón de que lo cuestionado en esta Sede es la inhabilitación de la instancia, la que se fundó en el incumplimiento de los requisitos formales necesarios a tal efecto por parte de la demandante. En consecuencia, su aducida inobservancia o errónea aplicación sólo puede ser controlada por este Tribunal a través del motivo previsto en el inciso b) del artículo 45 ib..--------------------------


c) El error en la denominación del motivo no obsta a la admisibilidad del recurso (cfr. precedentes citados), si el escrito sortea los requisitos de fundamentación que exige la vía impugnativa extraordinaria local intentada, tal como se verifica en el sublite. En el caso, adhiero a las razones brindadas por el Señor Vocal preopinante para acoger el recurso de casación interpuesto.-----------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.-----------------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 36/38 y, consecuentemente, casar el Auto Número Trescientos noventa y uno, dictado el diez de septiembre de dos mil nueve por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación (fs. 32/34vta.), como así también el decreto emanado de dicho Tribunal el diecisiete de junio de dos mil nueve (fs. 17/17vta.), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu, aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).------------------


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------


III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Roberto L. Olmedo, por las labores desarrolladas en la presente instancia sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..-----------------------------------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI , DIJO:-------------------------
Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------


I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 36/38 y, consecuentemente, casar el Auto Número Trescientos noventa y uno, dictado el diez de septiembre de dos mil nueve por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación (fs. 32/34vta.), como así también el decreto emanado de dicho Tribunal el diecisiete de junio de dos mil nueve (fs. 17/17vta.), sin imposición de costas (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu, aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).--------------------------------------


II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------


III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Roberto L. Olmedo, por las labores desarrolladas en la presente instancia sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..-----------------------------------

Protocolizar, dar copia y bajar.-
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